
26 Martes 28 noviembre 1995 BOE núm. 284. Suplemento

Es indudable que las sanciones son un instrumento
eficaz para garantizar'los deberes que, para la protección
de los espacios naturales y de su flora y fauna, el legis­
lador puede establecer. Pero dicha finalidad protectora
se consigue con la fijación de los tipos de ilícitos, de
la especificación de la gravedad de algunos de ellos,
de las cuantías. mínimas de las sanciones, etc., pero no
con el simple establecimiento de una gradación que sólo
al legislador autonómico le corresponde posteriormente
llenar de sentido. Por ello, la creación de la referida escala
con un pretendido carácter básico no puede justificarse
desde la necesidad de establecer unos mínimos de p'ro­
tección y sólo pu~de explicarse, bien desde .Ia perspec­
tiva del principio de proporcionalidad (STC 102/1995,
fundamento jurídico 32), bien desde el deseo' de esta­
blecer unos tipos de sanciones uniformes en tódo' el
territorio nacional. Sin embargo, ninguna de ésas fina­
lidades está cubierta por el arto 149.1.23 C.E. La primera,
porque'este precepto no es titulo habilitante que permita
al Estado establecer una escala que garantice el principio
de proporcionalidad de las sanciones, principio que viene
garantizado directamente' por otros preceptos de la Cons­
titución que, evidentemente, vinculan al legislador estatal
y alautonóniico. La segunda~ porque, como hemos recor­
dado, la legislación básica no ,cumple en este caso una
función de uniformidad relativa. Por ella, los preceptos
impugnados, aunque se apartan de la Ley estatal, no
resultan contrarios al arto 149.1.23 e.E. Este precepto
se habría infringido si se hubieran suprimido las faltas
graves, pues la Ley estatal establece tres tipos de infrae­
ciones que, en todo caso, se· considerarán-infracciones
muy graves (art. 39.2). Esta norma ha sido declarada
básica por el legislador y tal carácter ha sido confirmado
por la STC 102/1995, pues efectivamente establece
una protección mínima que debe ser común a todo el
territorio nacional; por ello, si el legislador vasco hubiera
suprimido las infracciones muy graves, o hubiera reba­
jado sensiblemente la cuantía de la sanción correspon­
diente, se habría'dejado sin efecto la norma estatal. Sin
embargo, lá escala establecida por el Estado ha sido
respetada en este concreto ex~remo.

9. Descartada la v¡"olación del arto 149.1.23 C.E.,
debemos examinar la validez de los artículos,impugnados
desde, la perspectiva delart. 149.1.1 C.E. pues, como
antes ,se ha señalado, las Comunidades Autónomas, af
aprobar normas sancionadoras, no pueden introducir
divergencias irrazonables y desproporcionadas al fin per­
seguido respecto del régimen jurídico aplicai:>le en otras
partes del territorio nacional (SSTC 87/1·985, 48/1988,
136/1991 Y 108/1993, entre otras)., .

En el presente caso, la 'legislación estatal' (art. 39.1
L.e.E.N.) establece cuatro categorías de infraccio'nes a
las que corresponden 1as siguientes sanciones: leves,
,multa de 10.000 a 100.000pesetas; menos graves, mul­
ta de 100.001 pesetas a 1.000.000 de pesetas; graves,
multa de 1.000.001 a 10.QOO.001 de pesetas; muy gra­
ves, multa de ,10.000.001 a 50.000.000 de pesetas. '
Por su parte, la Ley vasca establece la siguiente escala
(arts.27 y 28.4): leves, multa hasta 250.pOO pesetas;
graves, multa de 250.001 a 15.000.000 de pesetas~

muy graves, multa' de 15.000.001 a 50.000.000 de
pesetas. Como puede apreciarse, la diferencia más rele­
vante es la supresión de las fáltas menos' graves, de
manera que las cuantías equivalentes de la Ley estatal
quedan englobadas, bien en las faltas' leves, bien en
las graves. Esta modulación'del régimen' establecido en
la norma estatal no afecta por sí misrna alas condiciones
básicas de igualdad de los ciudadanos en el ejercicio
de s,usderechos y en el cumplimiento de sus deberes
y; por ello, no introduce divergencias desproporcionadas
respecto del régimen jurídico aplicable en otras partes

del territorio. Máxime si se tiene en cuenta qué, como
ha quedado expuesto, a dichas sanciones no se han
vinculado por parte del Estado determinadas conductas,
sino que éstas deben ser determinadas por, la propia
Comunidad Autónoma, lo que a su vez está plenamente
justificado puesto que la gravedad de las conductas
dependerá en muchos casos de las, condiciQnes con­
cretas de cada" uno de los espados que se pretenden
proteger.

Por . ello, tampoco desde la perspectiva del arto
14~.1.1 puede concluirse la pretendida inconstituciona:.
lidad de los arts. 27 y' 28. 1 de la Ley del Parlamento'
Vasco de Protección y Ordenación de la Biosfera de
Urdaibai, y se debe descartar igualmente la del arto 29.4
pues su impugnación estaba estrechamente relacionada
cC?n la de los mencionados ,preceptos.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE 'lE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NAcrÓN ESPAÑOLA. '

Ha decidido

Desestimar' el presente recurso de inconstituciona­
lidad.

Publíquese esta Sentencia en el eeBoletín Oficial del "
'Estado)). .

Dada en Madrid, a veintiséis de octubre de. mil nove­
cientos noventa y cinco.-Alvaro Rodrígue.z Bereijo.-José
Gabaldón López.-Fernando García-Mon y González-Re­
gueral.-Vicente Gimeno' Sendra.-Raf~elde M~ndizábal

Allende.......:Julio Diego GonzálezCampos...,...Pedro Cruz
Villalón.-Carles Viver. Pi,.$unyer.-Manuel Jiménez de
Parga y Cabrera;,Ja,vier Delgado Barrio.-Tomás S. Vives
Antón.-Rubricado.

25699 'Sala Segunda. Sentencia 157/1995, de 6 de
noviembre de 199'5. Recurso de amparo
717/92. Contra SfJntenciade la Audiencia
Provincial de Palma de Mallorca, revocatoria
de la dictada·en juicio de faltas por el Juzgado'
de Instrl..lfción núm. 2 de Inca condenando
al recurrente en amparo como autor de 'una
falta del artículo 158 bis del C. P. Supuesta
vulneración del derecho a la presunción' de
inocencia: valoración de la prueba por el Juez
((ad quem" no lesiva del derecho.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com­
puesta por don José Gabaldón Lópezt Presidente; don
Fernando García;.Mon y González-Regueral, don Rafael
de M,endizábal Allende" don Julio Diego González Cam­
pos, don Caries Viver Pi-Sunyer y don Tomás S. Vives
AntÓn, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

, la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 717/92, interpuesto
por don Jorge, Gómez Pérez:, a quien representa el Pro­
curador de los Tribunales don Luis Pastor Ferrer con
la asistencia de la Abogada doña María de los Angeles
López Calderón, contra la Sentencia que la Sección
Segunda de ta Audiencia Provinc'ial de Palma de Mallorca
dictó el 5 de febre'fo de 19920 Ha comparecido el Minis-
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tario Fiscal, y ha sido Ponente el Magistrado don Rafael
de Mendizábal Allende, quien expresa el parecer de la

. Sala.

1. Antecedentes

1. Don Jorge Gómez Pérez, en escrito registrado
el 20 de marzo de 1992, interpuso el recurso de amparo
del cual se hac~ mérito en el encabezamiento de esta
Sentencia, donde se nos dice que el 6 de septiembre
de 1990, el vehículo que conducía en una calle con
preferencia chocó contra el, conduci~.o por don Pab.lo
Vidal Capellá, al no respetar este la senalde «stoP)) eXIs­
tente en intersección de aquella con la vía por la cual
circulaba, provoéando de tal modo un accidente en el
que quien nos lo cuenta. resultó gravemente lesionado
y hubo de ser evacuado inmediatamente. La ~uardi~
Civil de Tráfico se personó eriel lugar transcurnda casI
una hora y cuando los vehículos colisionados habían
sido retirados de la calzada, procediendo' a elaborar el
correspondiente atéstado basándose única y exclusiva­
mente en la versión facilitada por el señor Vidal, que
permaneció en el lugar de los hechos, por lo que la
fuerza' actuante elaboró un croquis-en el que se repre­
sentaba el accidente de forma tal que éste habría sido
causado al desviarse el vehículo conducido por el deman­
dante de amparo e introducirse en la vía secundaria.

El correspondiente juicio de faltas se celebró' ante
el Juez de Instrucción núm. 2. de Inca y al acto no com­
parecieron los miembros de la Guardia' Civil que habíé!n
elaborado el atestado, por lo ,que el Juzgador no,diO
flingún valor pro~atorio a di<?ho docume.nto y el 20 de
julio de 1991 dictó,Sentencia absolutona para los dos
intervinientesen el accidente. El señor Vidal y el pro.
pietario del vehículo que ~ondu~íé! e.1 día de los hechos,
disconformes con la antenor decIsión, se alzaron en ape-,
lación ante la Audiencia Provincial de Mallorca, que.dictó
Sentencia el5 de febrero de 1992 enla que, revocando
la del Juez de Instrucción, condenó a don Jorge Gómez
Pérez como autor de una falta tipificada en el arto 586
bis del Código Penal.

En la demanda. de amparo se dice que la Sentencia
de la Audiencia Provincial ha vulnerado el derecho a
la presunción de inacencia (art. 24.2 e.E.) de don Jorge
Gómez Pérez por haber. basado su pronunciamiento con­
denatorio en una prueba que, como ,el atestado levan­
tado por la Guardia Civil, fue eJaborada con la sol~ .inter­
vención de una de las partes y que no fue ratificada
tm el acto del juicio y, por ello, sometida al principio
de contradicción, y se nos solicita que, otorgando el
amparo, se declé}re la. nulidad de la resolució~ judicial
impugnada y se ordene reponer las actuaciones al
momento de celebración del acto de juicio.

2. La Sección Tercera, en providencia de 14 desep­
tiembre de 1992, admitió a trámite la demanda, requi­
riendo a la Sección Segunda de la Audiencia Provincial
de Palma de Mallorca y al Juzgado de Instrucción núm.
2 de Inca la remisión de las actuaciones y a éste, además,
el emplazamiento de quienes fueron parte en el juicio
de faltas para que pudieran comparecer en este recurso
de amparo, si les conviniere. En providencia de 11 de
octubre de 1993 se dieron por recibidas las actuaciones
judiciales y se abrió un plazo común de veinte días para
que el demandante de amparo y el Minis~erio Fiscal,
únicas partes personadas en el proceso, pudieran alegar
lo que estimaran procedente a su derecho.

3. Quien ahora demanda el amparo evacuó el trá­
mite el 12 de noviembre de 1993, reiterando el relato
de hechos y los fundamentos jurídicos contenidos en
su escrito de demanda.

4. El Fiscal formuló sus alegaciones en la misma
fecha pidiendo la denegación del amparo puesto' que,
según afirma, basta leer el acta del juicio de faltas p~ra

percatarse de que, si bienes verdad que los Gua.rdias
Civiles que confeQcionaron el atestado no, comparecieron
al' acto del juicio, lo acreditado en aquél son datosobje-,
tivos, como rodaduras de los turismos implicados en
el accidente, posición en que quedaron, lugar en el que
sufrieron los daños, etc, que durante e.1 juicio fueron
sometidos a contradicción, por lo que, de acuerdo con
la doctrina contenida en la STC 138/1992, el atestado
pudo tenerse en cuenta como prueba para basar la COA­
df3na, sobre todo cuando, en el presente caso, se prae­
ticaronenel juicio otras pru~bas a las que el recurrente
nada opuS,O. En definitiva, concluye el Fiscal, se han prac­
ticado con las debidas garantías pruebas suficientes para
destruir la presunción de inocencia del actor" sin que
le corresponda a este Tribunal revisar la valoración de
las mismas efectuada por la Audiencia Provincial.

5. La Sección Cuarta, en providencia de 18 de sep­
tiembre de 1995, acordó dar traslado al demandante
de amparo y al Fiscal para que, en el plazo de diez días,
alegasen lo que a suderecho conviniere sobre la posible
incidencia que sobre la cuestión planteada puede tener
la STC 254/1994. .

Este traslado ha sido evacuado solamente porel Fiscal
que, en escrito, presentado 'el 10 de octubre, sostiene
que la mencionada Sentencia no tiene incidencia algunll
sobre la cuestión planteada en este recurso de amparo.
Para fundamentar esta conclusión recuerda que dicha
Sentencia declaró i.nconstitucional el arto 737 de la Ley
de Enjuiciamiento Civil (redacción de la Ley 10/1992'),
que afectaba a la configuración de las Audiencia Pro­
vinciales en materia' civil en cuanto disponía que para
el conocimiento de las apelaciones en juicios verbales
civiles las Audiencias Provinciales se constituirían por
un solo Magistrado, por ser contrario al arto 122.1 e.E.
que establece una reserva reforzada en favor de la l:-ey
Orgánica del Poder Judicial para la regulación de,la cons­
titución y funcionani'ientodelos Juzgados yTribunales,
en tanto c¡ue en este recurso de amparo se trata de
una Sentencia dictada por un solo Magistrado de la
Audiencia Provincial enapelac'ión de un juicio penal de
faltas, lo cual no es contrario al mencionado precepto
constitucional ya que ello está autorizado parla única
ley que puede hacerlo, 'es decir, por la Ley Orgánica
del Poder Judicial (art. 82.2).

En cualqui~r caso, la STC 254/1994 no tiene inci­
dencia alguna, en el supuesto contemplado ya que; con­
forme a lo señalado en su fundamento jurídico 6.°, sus
efectos «sólo han de operar respecto alas recursos con­
tra resoluciónes dictadas en primera instancia por los
Juzgados de Primera 'Instancia que aun no han sido
resueltos por las Audiencias Provinciales ~n la fecha pre­
vista en el arto 38.1 LOTC)), esto es, en la feéhél de su
publicación en el «Boletín Oficial del Estadon. Pues bien,
esta publicación tuvo lugar el 21 de octubre de 1994
mientras que la Audiencia Provincial pronunció su Sen-
tencia el 5 de febrero de 1992. .

6. Mediante providencia de 2 de noviembre de
1995, se señaló para deliberación y fallo de este recurso
el día 6 del,mismo mes y añe.

11. Fundamentos jurrdicos

1. El amparo pretende obtener una declaración de
nulidad de la Sentencia que el 5 de febrero de 1992
dictó la Audiencia Provincial de Mallorca, revocando en
apelación otra absolutoria pronunciada por el Juez de
Instrucción núm. 2 de Inca en juiciQ de faltas y, en.con':'
secuencia, dentro de la jurisdicción penal. El sedicente,
agraviado se duele de su condena como autor de una
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contravención tipificada en el .. art. 586 bis del Código
Penal (art., 24.2 C.E.) conefúnico soporte del atestado
policial. elemento de juicio insuficiente. en su opinión.
para configurar la culpabilidad. quebrantando así la pre­
sunción de inocencia que le favorece (art. 24.2 C.E.).
como una de las garantías enderezadas a conseguir la
tutela judicial efectiva. derecho f,undamental de aquellos
más intens'amente protegidos.

Pues bien. la Sentencia condenatoria. elemento mate­
rial del objeto procesal. tuvo por autor un Magistrado.
y no la Sección. correspondiente de la Audiencia. juz­
gando en segunda instancia. la sombra que sobre tal
circunstar)cia pudiera arrojar aquí y ahora lo dicho en
nuestra STC254/1994. donde se declara inconstitu­
cional-la competencia para juzgar en apelación de las
Sentencias recaídas en -los juicios verbales Civiles que
se atribuyera a un sólo Magistrado de la Audiencia Pro­
vincialpor la ley 10/1992. dando nuevo contenido al
arto 737 de la de Enjuiciamiento Civil, nos ha movido
a plantear tal cuestión a la reflexión de las dramatis
personaeactuantesen este proceso. protagonista yanta­
gonista. la circunstancia de que su solución pudiera inci­
dir en la figura constitucional, del Juez predeterminado
por la ley. soporte intr'ínseco de la tutela judicial, acon­
seja que metodológicamente se dé prioridad a su análisis.
ya que podría hacer innecesario el de las demás cues­
tiones si condujera a la anulación de la segunda Sen­
tencia. con el simétrico planteamiento. de la cuestión
de constitucionalidad al Pleno de este Tribunal (art.55.2
LOTe).

En la configuración del'Poder Judicial que ofrece su
Ley Orgánica vigente desde 1985. las Audiencias Pro­
vinciales se compondrán de un Presidente y dos Magis­
trados. al menos. composición que habrán de tener tam­
bién las Secciones en que se dividan si ;Ia planta fuere
mayor de la mínima (art. 8.1). Son. pues. Tribunales .en
el sentido propio de la expresión que actúan. como regla.
colegiadamente. Tan sólo en el orden penal, para el conO­
cimiento de las apelaciones en los juicios de faltas. fun­
cionan unipersonalmente. Según previó desde un prin­
cipio la Ley Orgánica (art. 82.1.2.°). que no extiende
esta modalidad excepcional a la jurisdicción civil. En esta
fueron antes los Jueces de, Primera Instancia quienes
conocieron de la segunda en los· juicios verbales prcr
cedentes de los órganos de la IJamada justicia municipal
(Jueces homónimos y Comarcales. luego de Distrito).
hasta que al desaparecer. con traspaso de su compe­
tenciaa _aquéllos. hubo de encomendarse la resolución
de los recursos de apelación al superior·inmediato.las
Audiencias Provinciales (art. 84.2 L.O.P.J.). Otra Ley. la
10/1992 modificó la deEnjuici~miento Civil, en lo que
aquí interesa. haciendo posible que en tales casos la
Audiencia Provincial se. constituyera co" un solo Magis­
trado. Esta nueva regulación ha sido con~iderada incons­
titucional por nuestra STC 254/1995 como consecuen­
cia de haberse hecho en una Ley ordinaria. infringiendo
así la reserva en favor no de una Ley Orgánica cualquiera
sino de la Ley Orgánica del.Poder Judicial, como código
unitario. reflejo formal de la unidad jurisdiccional. Por
lo dicho. aun cuando· la atribución de las apelaciones
en los juicios de faltas a un solo Magistraddo de la
Audiencia coincida materialmente con la 'que se pre­
tendió hacer en los juicios verbales civiles. el juicio de
su constitucionalidad da resultados muy distintos. En
efecto. la que aquí y ahora interesa fue establecida en .
la Ley Orgánica del Poder Judicial y. en consecuencia.
cumple la exigencia contenida en el art.122.1 de la
Constitución Española. Resúlta patente que. como indica
el Fiscal, la STC 254/1994 carece de reflejo alguno
sobre este recurso de amparo.

, 2. la queja qu~, se nos formula. como ya antici-
·pamos. guarda relación con el elemento más importante
del tipo penal, la culpabilidad. configurada también como
principio. elemento subjetivo que marca la frontera de
la vindicta. aunque sea colectiva. con la justicia que com­
porta el Derecho penal como tal Derecho. Pues bien.
un paso más en esa evolución. configurado -este sí­
como uno de los principios cardinales del ius puniendi
contemporáneo. en sus facetas sustantiva y formal, es
'aquel. que proclama .Ia. presunción de que toda persona
acusada de una infracción es inocente mientras no se
demuestre lo contrariok Aun 'cuando no sea una creación
ex nihilo, ya que inspiraba la entera estructura de nuestra
Ley de -Enjuiciamiento Criminal desde 1881. ha recibido'
un vigor inusitado por obra y gracia de su configuración
como derecho fundamental en el artículo 24 de la Cons­
titución. CUY!l interpretación-según' indica el artículo
10 del mismo texto- ha de hacerse ala luz de la Decla­
racióQ .Universal de los Derechos Humanos y de los
demás tratados internacionales sobre la materia ratifi,.
cados por España, como lo fue en 1979 el de Roma
(19-50). sin olvidar el Pacto de Derechos Civiles y PoHticos
de 1966. Su lectura pone de manifiesto que el principio
más arriba enunciado sintéticamente ofrece mayor com­
plejidad si se observa que la presunción de inocencia
sólo se destruye cuando un Tribunal independiente.
imparcial y establecido por la ley declara la culpabilidad
de una persona tras un·proceso celebrado con todas
las garantías (art. 6.1 y 2 de aquel Convenio).

Entre las múltiples 'f~cetas de este' concepto polié­
drico hay una, procesal, que consiste. en desplazar el
onus probandi, con otros efectos añadidos. En tal sentid~
hemos dicho ya que la presunción de inocencia comporta
en el orden penal, al menos, las cuatro siguientes exi­
gencias: 1.8

) la carga de la prueba sobre los hechos
coristitutivosdela pretensión penal corresponde exclu-­
sivamente a la acusación, sin que sea exigible a la defen;.
S8 una probatio diabólica de los hechos negativos; 2.8

)

sólo puede entenderse como prueba la practicada en
el juicio oral bajo la inmediación del órgano judicial deci­
sor·y,con observancia de los principios de contradicción
y publicidad; 3.8

) de 'dicharegla general sólo pueden
exceptuarse los supuestos de prueba preconstituida y
anticipada, cuya reproducción en el juicio oral, sea o se
prevea imposible y siempre que se garantice el ejercicio
del ,derecho de defensa yespec.ialmente la posibilidad
de contradicción, y 4.8

) la valoración conjunta dela prue­
bapr,~cticada .es una potestad exclusiva del juzgador~

que éste ejerce libremente con la sola obligación de
razonar el. resultado de dicha valoración. Son palabras
de nuestras SSTC 76/1990, 138/1992 y 102/1994.

3. Ala luz de lo dicho hay que analizar lo actuado
en el juicio de faltas a to largo de sus. dos instancias.
En la primera. en el acto de juicio. depusieron los dos
acusados con otros interviniente's en el accidente y hubo
ademásun dictamen médico sobre el alcance y secuelas
de las lesiones padecidas por el demandante de amparo.
medios probatorios adecuados afeaso y suficientes en
principio. En la práctica de todos ellos. los.· acusados.
los~testigos y el perito estuvieron sometidos al interro­
gatorio cruzado de las partes en audiencia pública. res­
petándose. por tanto, los p'rincipios procesales de con­
tradicción y de inmediación con oralidad y en la audiencia
pública. que son también exigencias constitucionales
(art. 120 e.E.). En concreto. quien ahora solicita nuestro
amparo fue interrogado en estrados pudiendo explicar
cómo se produjo el accidente con su versión personal.
más favorable a su defensa que los demás materiales
recogidos en las actuaciones. '

En último lugar ha de situarse el atestado que exten­
dió la Agrupación de Tráfico de la Guardia Civil, cuyos
autores no fueron llamados a juicio para ratificarse en
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su contenido. En este punto es forzoso un alto en el
camino con el fin de poner en mutua y directa relación
tal circunstancia y nuestra doctrina. Este Tribunal Cons­
titucional ha explicado, desde su STC 31/1 981, que
únicamente pueden considerarse auténticas pruebas las
practicadas en el juicio oral, con posibilidad de debate
contradictorio yen presencia del juzgador, para. conse­
guir así, en su caso, la convicción de. éste. sobre los
hechos enjuiciados mediante el contacto direc.to con los
elementos utilizados. La instrucción previa, se l1ame dili­
gencias o de cualquier otro modo, tiene una naturaleza
análoga, si no idéntica, a la del sumario y, como éste,
su finalidad consiste en la averiguación del delito y la
identificación de su autor, siendo su función procesal
la preparación del juicio oral (art.299 L.E.Crim.). Ahora
bien, lo dicho no significa que las actuaciones sumariales
(en sentido amplio) e incluso las policiales carezcan de
eficacia probatoria, siquiera mediata. No cabe negársela
para desvirtuar la presunción de ~nocencia si fueron obte­
nidas con las garantías que la Ley y la Constitución exigen
y son. reproducidas en el acto de la vista con posibilidad
de contradicción por la defensa del acusado (SSTC
80/1986,82/1988 y 137/1988).

Pues bien, la circunstancia de que los autores del
atestado no fueran llamados a ratificarse no puede ocul­
tar el hecho de que era conocido y pudo ser criticado,
como lo fue, en el acto de la vista,. sin que nadie r:legara
su autenticidad. Tan sólo se discrepa de sus conclusio­
nes, que a unos les encaminan ala culpabilidad, mientras
que el demandante de amparo extrae una versión opues­
ta. En efecto; no niega su participación en el accidente,
sino que da otra explicación de cómo se produjo. La
circunstancia de que ésta sea más o menos plausible
no puede prevalecer, en nuestro sistema judicial, sobre
la convicción del juzgador. En definitiva, el atestadoequi­
vale, en principio, a una denuncia (art. 297 L.E.Crim.),
pero también tiene virtualidad probatoria propia cuando
contiene datos. objetivos y verificables, que expuestos
por los agentes con su firma y rúbrica y- con las demás
formalidades exigidas por los arts. 292 y 293 de la Ley
de Enjuiciamiento Criminal han de ser calificados como
declaraciones testificales (STC 22/1988). Es claro que
hay partes de ese atestado, como pueden ser los croquis
sobre el terreno y las fotografías en él obtenidas, entre
otras, (que sin encajar exactamente en el perímetro de
la prueba preconstituida o anticipada pueden ser apro­
vechables como elementos de juicio coadyuvantes). Nin­
guna de las enumeradas son practicables directamente
en el juicio por ser imposible su reproducción en idén­
ticas circunstancias (SSTC 107/1993 y 201/1989; ATC
637/1987). Así ocurre, en el presente caso, con las
huellas de frenado y con la localización de los desper­
fectos en los vehículos implicados, que la Audiencia Pro­
vincial menciona, jUfltO con el contenido de las decla­
raciones de. ambos conductores y de los ocup~ntes de
uno de aquéllos, como uno de los elementos de juicio
a tener en cuenta (STC 138/1992).

4. En fin, a guisa de recapitulación hemos de con­
cluir que en el acto del juicio tantas veces aludido se
produjo una actividad probatoria suficiente para servir
de fundamento a la Sentencia pronunciada por la Audien­
éia Provincial. Es cierto que, con igualacervo¡ el Juez
penal no pudo alcanzar una. conclusión inequívoca y,
en la duda, en tal situación de perplejidad hizo lo que
debía hacer y absolvió in dubio pro reo. Esta contra-

dicción suscita un tema que por sabido. y hasta obvio
no debe sin embargo ser silenciado. La doble instancia
en la jurisdicción penal, configurada precisamente como
garantía del condenado en el Convenio Europeo de Dere­
cho Humanos más arriba mencionado (art. 2.1, protocolo
7.°), y como tal y por ello mismo integrada en el ámbito
de la tutela judicial, conlleva la posibilidad de impugnar
las decisiones judiciales ante un Juez superior, gene­
ralmente colegiado en casi·· todos los sistemas. Existen
varias modalidades para los recursos y entre ellas la
más común es la apelación, cuya naturaleza de medio
ordinario de impugnación está reconocida por todos y
conlleva, con el llamado efecto devolutivo, que el juz­
gador ad quem asuma la plena jurisdicción sobre el caso,
en idéntica situación que el Juez aquo no sólo p6r lo
que respecta a la subsunción de los hechos en la norma,
sino también para la determinación de tales hechos a
través de la valoración de la prueba. En tal sentido hemos
explicado muchas veces que «el recurso de apelación
otorga plenas facultades al Juez o Tribunal ad quem
para resolver cuantas cuestiones se planteen, sean. de
hecho o de Derecho, por tratarse de un recurso ordinario
que permite un novum iuditium (SSTC 124/1983,
54/1985,145/1987, 194/1990y 21/1993).

En consecuencia, es tan posible como frecuente la
disparidad de criterios entre· los Jueces de primera y
segunda instancia, sistema por otra parte irreprochable
desde una· perspectiva constitucional como se ha visto
y en tal aporía la propia lógica del sistema da prevalencia
a la decisión de quien resuelve el recursó de apelación.
En cambio, este Tribunal Constitucional, que no ejerce
una tercera instancia ni tiene funciones casacionales,
inherentes unas y otras al juicio de legalidad privativo
de la potestad de juzgar que la Constitución encomienda
a los órganos del Poder Judicial, no tiene por qué revisar
las razones en virtud de las cuales un órgano judicial
da mayor credibilidad a un testimonio que a otro, puesto
que la valoración de la prueba queda· extramuros de
la presunción deinoce.ncia (SSTC 55/1982, 124/1983,
140/1985,254/1988,201/1989 Y 21/1993); En con­
secuencia, una vez comprobado que la Audiencia Pro­
vincialno extravasó las funciones de Juez de la apelación,
siendo ra~onable y razonada su decisión, y no habiendo
quebrantado la garantía constitucional invocada, resulta
inevitable la denegación del amparo que se n?s solicita.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE -lE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado)).

Dada en Madrid,·a seis de noviembre de mil nove­
cientos noventa y cinco.-:-José Gabaldón López.-Fernan­
do García-Mon y González-Regueral.-Rafael de Mendi­
zábal .Altende.-Julio Diego González Campos.-earles
Viver Pi-Sunyer.-Tomás S. Vives Antón.-Firmado y
rubricado. .


